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Acta No. 401 del 20 de agosto de 2009.      

 

Expediente 66001-31-03-005-2009-00195-01

Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que interpuso la Secretaría de Salud Departamental frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que contra la impugnante y la EPS-S Cafesalud instauró el señor Álvaro López Montenegro.

ANTECEDENTES

Contó el accionante que hace veintidós meses empezó a perder la visión en el ojo izquierdo; lo remitieron al Hospital Universitario San Jorge; le ordenaron la práctica de algunos exámenes que se realizó oportunamente; se le informó que para la cita con especialista debía esperar que lo llamaran; se dirigió a la Secretaría de Salud Departamental y le dieron una orden para ser valorado en la Sociedad Oftalmológica de Cirugía Láser S.A. (SOCIL); la cita se  programó  para el 23 de junio de este año; se presentó pero no fue atendido y le dijeron que debía esperar una nueva llamada.

Aduce que requiere con urgencia la valoración por médico especialista y no cuenta con los recursos necesarios para sufragar su costo de manera particular, pues su único ingreso es el subsidio que recibe por pertenecer a la tercera edad.

Considera vulnerados sus derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas. Pide se practique con urgencia esa valoración y la posterior cirugía y se le realicen todos los procedimientos que su enfermedad demande.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del 24 de junio de 2009 se admitió la tutela, se decretaron pruebas y se ordenaron las notificaciones de rigor.
La directora regional de Cafesalud EPS-S se pronunció para manifestar que los servicios que reclama el actor no hacen parte de los beneficios del plan obligatorio de salud del régimen subsidiado, razón por la cual  es la Secretaría de Salud Departamental la que debe prestarlos y efectivamente asumió esa obligación a través de la IPS “Socil”, con la que se presentó la dificultad que reportó el usuario.  Insistió a lo largo de su escrito en que los afiliados al referido régimen deben ser atendidos por las instituciones públicas o privadas con las cuales el Estado tenga contrato de prestación de servicios, de acuerdo con las competencias establecidas en materia de salud en la Ley 715 de 2001. Solicita se niegue la tutela por falta de legitimación por pasiva y que en caso de imponérsele la obligación de atender un servicio excluido del POS-S, se precise el alcance de la orden y se autorice el respectivo recobro.

El Secretario de Salud del Departamento, por medio de apoderado judicial, en extenso escrito, adjudicó a la EPS-S Cafesalud la responsabilidad en la prestación del servicio reclamado con motivo del contrato que suscribió para la administración de los recursos del  régimen subsidiado, en virtud del cual le corresponde atender todo lo relacionado con la prevención, atención especializada, medicamentos, tratamiento y recuperación de la salud, con facultad de ejercer la acción de recobro ante el Fosyga para evitar su desequilibrio financiero. Citó una serie de normas y jurisprudencia que considera aplicables al caso y concluye que frente a la entidad que representa debe negarse la tutela.

En sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 7 de julio, se concedió el amparo y se ordenó a la EPS-S Cafesalud autorizar en el término de tres días  la valoración por oftalmología (corneólogo) recomendada al demandante y practicarla en los veinte  siguientes; la autorizó ejercer la acción de recobro ante la Secretaría Departamental de Salud con cargo a los recursos del sistema general de participaciones y ordenó garantizarle  atención integral. 

Para decidir así consideró el juzgado que el derecho a la salud resultaba digno de protección en el caso concreto; se ocupó de analizar los requisitos que de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional deben configurarse para la prestación de servicios no POS-S y de citar las normas que regulan la obligación a cargo de las entidades promotoras de salud de atenderlos cuando estén incluidos en esos planes y a cargo de las entidades territoriales en caso contrario.  Sin determinar si aquellos pedidos en la demanda  hacen o no parte del POS-S, concluyó que la transgresión proviene de la Secretaría de Salud Departamental, aunque por ser el actor adulto mayor, ha debido prestarlo la EPS-S accionada.

Inconforme con la sentencia, impugnó la Secretaría de Salud Departamental para solicitar se modifique en el sentido de que el  recobro autorizado se otorgue a la EPS-S accionada frente al Fondo de Solidaridad y Garantía (FOSYGA), de conformidad con las normas vigentes.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

Pretende el actor con la acción instaurada se protejan sus derechos a la salud y vida en condiciones dignas, los que considera vulnerados con la negativa de las entidadades competentes en autorizar la valoración por especialista en oftalmología, la cirugía y otros servicios, que  le recomendó el médico tratante.

Los argumentos del funcionario de primera instancia respecto a la procedencia de la tutela para proteger el derecho a la salud son acertados y encuentran fundamento en el giro de la jurisprudencia constitucional que lo considera fundamental de manera autónoma, sin que necesariamente deba estar en conexidad con otro de aquella naturaleza, aspecto sobre el que por demás no hubo controversia.

El debate giró en torno a la responsabilidad que cada entidad demandada adjudicó a la otra en la prestación de los servicios médicos solicitados, concretamente porque la EPS-S Cafesalud considera que se encuentran excluidos del POS-S y la entidad departamental sostiene lo contrario.
En el curso del proceso se acreditaron los siguientes hechos:

.- El demandante se encuentra afiliado al régimen de salud subsidiado que ofrece la EPS-S Cafesalud
.
.- Al mismo señor se le recomendó valoración por oftalmología
 que autorizó la Secretaría de Salud del Departamento
, la que efectivamente se realizó el 13 de mayo de 2009, por medio de la Sociedad Oftalmológica de Cirugía Laser S.A. que diagnosticó catarata  en ojo izquierdo; la entidad territorial autorizó el día siguiente la cirugía y la práctica de los exámenes prequirúrgicos que no se realizaron porque los recursos del contrato que ambas celebraron, terminaron en el mes citado
.  
.- El actor no ha acudido a la EPS-S demandada a solicitar la autorización para obtener los procedimientos médicos que reclama por vía de tutela, como lo expresó en el interrogatorio que absolvió en el curso de esta instancia
.
Surge de esas pruebas que la valoración por oftalmología que se solicita ya se realizó y obtuvo el actor el diagnóstico de cataratas en ojo izquierdo. En esas condiciones, como una de las aspiraciones del accionante se encontraba satisfecha para cuando formuló la acción, se declarará superado el hecho respecto al procedimiento referido y en consecuencia, se revocará la decisión del juzgado que lo ordenó practicar.

Realizado el examen y obtenido el diagnostico de cataratas en ojo izquierdo, se recomendó al paciente una cirugía que autorizó la Secretaría de Salud del Departamento a pesar de que ese procedimiento se encuentra incluido en el plan de beneficios en salud para el régimen subsidiado al que se encuentra afiliado el actor, de conformidad con el Acuerdo 0306 de 2005 que en artículo 2º, literal B) numeral 2º dice:

“Cobertura de servicios de segundo y tercer nivel de complejidad. El POS-S cubre
“2.5. Atención de los casos con diagnóstico de cataratas de cualquier etiología en cualquier grupo de edad, ambulatoria, con hospitalización, quirúrgica, no quirúrgica, diagnóstica y terapéutica para dicha patología e incluye:

“Suministro del Lente Intraocular y su implantación.

“Atención de las complicaciones inherentes a las cataratas y a su tratamiento 
Y el numeral 9 que establece:

“Complementación diagnóstica y terapéutica. Para los casos y eventos descritos en todos los numerales anteriores están cubiertas todas las actividades, procedimientos e intervenciones necesarias para complementación diagnóstica y terapéutica dentro de lo dispuesto en el presente Acuerdo con sujeción a los contenidos establecidos en la Resolución 5261 de 1994.”.

Por tanto, como la intervención quirúrgica y los demás servicios que necesita el demandante para recuperar su salud frente al  diagnóstico producido se encuentran incluidos en el POS-S, la obligación en prestarlos recae en la EPS-S a la que se encuentra afiliado.

Sin embargo, a esa entidad no ha acudido el actor a reclamarlos como lo aceptó en el interrogatorio absuelto y se deduce de las órdenes que para esos fines ha expedido la Secretaría de Salud del Departamento.

Es sabido que el medio excepcional de amparo constitucional tiende a conjurar la lesión o amenaza de los derechos fundamentales, con el fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce y por eso la efectividad de la acción reside en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado, por tal razón la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario.

En consecuencia, como no se demostró que el actor hubiese solicitado a la EPS-S demandada la prestación de los servicios que reclama, el amparo pedido ha debido ser negado porque no ha acudido ante la entidad competente para resolver la cuestión que pretende se decida por este excepcional medio de protección 

Así las cosas, como la valoración por especialista se había realizado para cuando se formuló la acción y en razón a que los demás procedimientos médicos recomendados al actor debe garantizarlos la EPS-S Cafesalud, a la que no ha acudido el actor en procura de obtener su autorización, se revocará la sentencia proferida y en consecuencia, se negará el amparo solicitado.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1. REVOCAR la sentencia proferida el 7 de julio, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por Álvaro López Montenegro contra la EPS-S Cafesalud y la Secretaría de Salud Departamental. En consecuencia, se niega el amparo solicitado.
2. Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

3. Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO       

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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